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PRESENTACIÓN DE LA DOCTORA VANDA PIGNATO, PRESIDENTA DEL COMITÉ PARA LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD (CEDDIS), PRIMERA DAMA Y SECRETARIA DE INCLUSIÓN SOCIAL DE LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR

[La Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación
contra las Personas con Discapacidad (CIADDIS)]
Me corresponde, en el marco de esta importante reunión de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA, que se dedica como sesión especial a la temática de las personas con discapacidad, hacer un recuento breve de cómo la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, CIADDIS, ha ido desarrollándose por medio del trabajo del Comité previsto en la misma, al que en adelante referiré sólo como CEDDIS, el cual presido desde abril de 2010.

Mi intervención la haré respecto de tres ámbitos que me parecen los más relevantes en cuanto al hecho de que nuestro CEDDIS ha logrado hacer que la Convención Interamericana que nos convoca esta tarde en Washington DC se mantenga como un instrumento vivo, actuante, de cara con la obligaciones principales de respetar, garantizar y no discriminar en el reconocimiento, uso, ejercicio y goce de los derechos humanos, respecto de las personas con discapacidad.

No obstante me interesa disculparme con ustedes porque al terminar mi exposición deberé retirarme de la sesión porque como ustedes lo sabrán, mi país, El Salvador, ha sufrido en las últimas semanas los efectos negativos y destructivos de la depresión tropical 12-E, que en las 240 horas continuas de su duración, implicó una acumulación de agua por encima de los 1500 milímetros, aproximadamente el doble de lo dejado por el huracán Mitch. Mi país se encuentra en situación de emergencia nacional y de calamidad pública, y en ese marco, en mi calidad de Secretaria de Inclusión Social de la Presidencia de la República, he sido designada por el Presidente de la República, Mauricio Funes, para hacer algunas gestiones con diferentes sectores estadounidenses, lo que me ha implicado una modificación bastante fuerte de mi agenda. Sé que saben comprenderlo y agradezco de antemano su amabilidad por eso.

Nuestro Comité ha logrado desarrollar algunos avances que me parecen destacables y que deben ser puestos en el conocimiento de esta valiosa Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, en particular porque por primera vez hemos logrado presentar a la Asamblea General de la OEA, el primer informe sobre el cumplimiento de la Convención Interamericana, una deuda que como Organización teníamos desde que la Convención entró en vigencia, lo cual, sin lugar a dudas, me parece que conviene ser destacado, porque tras este esfuerzo hay un proceso de convencimiento de los Estados sobre la importancia de someterse al control y la supervisión internacional. No ha sido un trabajo fácil, pero en el camino hemos ido forjando un método de trabajo que estoy segura irá perfeccionándose en el tiempo. Quiero agradecer a los Estados por su colaboración en este proceso, por su especial preocupación mostrada, por la recepción tan positiva que hicieron del Informe en la Asamblea General, y deseo animarles a seguir incrementando su vinculación con la Convención Interamericana, y a dar pasos para fortalecer el rol del CEDDIS.

Pues como resultado del proceso de elaboración de este primer informe, logramos advertir un problema muy severo que se extiende generalizadamente por las Américas, y que, además, ha tenido un cambio de paradigma importante luego de la aprobación por Naciones Unidas de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Me refiero a la temática de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, y muy especialmente, respecto de las discapacidades mentales.

El problema se plantea porque el artículo I.2, inciso b) de la Convención Interamericana, al establecer que “en los casos en que la legislación interna prevea la figura de la declaratoria de interdicción, cuando sea necesaria y apropiada para su bienestar, ésta no constituirá discriminación” guarda una seria contradicción con lo establecido por los artículos 2 y 12 de la Convención de Naciones Unidas, que dispone un modelo que reconoce la autonomía de la persona con discapacidad como la regla general y el punto de partida, generándose una contradicción entre ambas normativas, que puede superarse por la vía de la interpretación.

El CEDDIS ha reconocido que la naturaleza de instrumento de derechos humanos que posee nuestra Convención lleva implícito el reconocimiento del denominado modelo social de explicación y respuesta sobre la discapacidad, según el cual se promueve la desinstitucionalización, el desarrollo de la autonomía y de la vida independiente; igual educación para todos, y políticas elaboradas desde la perspectiva de los derechos humanos de las personas con discapacidad.  Conforme con este enfoque, la discapacidad es la resultante no de una condición médica, sino de la interacción de la persona que las posee con las barreras naturales o artificiales sobre las que se ha asentado la sociedad humana.

Este modelo social esta representado por el concepto de capacidad jurídica universal, que es el que deriva del artículo 12 de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad en donde lo novedoso no es la declaración sobre el goce o  titularidad del derecho, sino al ejercicio del mismo en  igualdad de condiciones que el resto de la sociedad  (que es lo que la interdicción no permite hacer si no es a través de la representación de un curador o tutor). 

Son cuatro los principios que derivan del artículo 12 de la Convención ONU:

· Todas las personas con discapacidad tiene plena capacidad jurídica en igualdad con los demás. 

· Implica una inversión en la carga de la prueba y ello significa que será el interesado quien tendrá que probar que la capacidad de la persona con discapacidad está disminuida. En consecuencia la capacidad amplia de la persona con discapacidad se debe presumir siempre.

· Es obligación del Estado garantizar el acceso a quienes necesiten un apoyo para el ejercicio de su capacidad jurídica, con salvaguardias contra los abusos. 

· El apoyo lo debe seleccionar la persona con discapacidad en la medida de lo posible, y este debe sustentarse en la confianza, ser proporcionado con respeto y nunca en contra de su voluntad. Ello supone un gran reto para los funcionarios públicos, Jueces, legisladores, para garantizar que esto se cumpla dentro de las leyes y de las sentencias.

En resumidas cuentas, lo que el artículo 12 plantea es el reconocimiento de una capacidad jurídica amplia, y en los casos en que esto no sea posible, y sólo en ellos, debe acudirse a ciertos apoyos alternativos que de ninguna manera provoquen una subrogación de la persona con discapacidad. 
Ahora bien, este modelo de capacidad jurídica universal con salvaguardas que llega con la Convención no es congruente con la “discriminación positiva” a la cual se refiere la Convención Interamericana, de allí la necesidad de adoptar una opinión u observación en la que el Comité interprete el artículo 1.2.b de la CIADDIS en el marco de la Convención ONU. 

Luego de un debate realizado en San Salvador, en el marco de la Primera Reunión Extraordinaria del CEDDIS, los miembros de él debatimos ampliamente y acordamos, por unanimidad, que nos teníamos que reconocer como la máxima autoridad de seguimiento de la Convención Interamericana, como se desprende directamente de su propio tenor literal. Adicionalmente, esto implica reconocer, como es la práctica reiterada en el derecho internacional, que subyace en nosotros un poder de interpretación autorizada de la Convención Interamericana. Estrechamente ligado a eso, y tomando en cuenta la naturaleza de instrumento de derechos humanos de la Convención Interamericana, nuestra interpretación debe guiarse a través del principio pro persona, es decir, favoreciendo lo que más ampliamente reconozca los derechos de la persona con discapacidad. Concluimos finalmente que cuando la Convención Interamericana se refiere a cualquier figura de restricción de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, especialmente con discapacidad mental, dicha figura debe entenderse a la luz de la Convención de Naciones Unidas, es decir, como medida excepcional, que sólo puede demostrarse como última medida extrema para la protección misma de la persona en sí, optándose por la facilitación de ayudas y salvaguardias que no deberán ser establecidas contra la voluntad de la persona con discapacidad.

Decidimos emitir una Observación General mediante la Resolución CEDDIS/RES.1 (I-E/11) la cual servirá como criterio de interpretación del artículo I.2.b) de la Convención Interamericana, que será aplicado directamente por el CEDDIS en su labor de supervisión de los informes periódicos, por lo que acordamos, complementariamente a su emisión, dos medidas más. Una de ellas, era hacer del conocimiento de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA el contenido de la Observación General, para que por su medio se transmitiera oficialmente a la Asamblea General para su máxima difusión. Asimismo, ponerla en el conocimiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, para que esta requiera a la Corte Interamericana de Derechos Humanos la emisión de una opinión consultiva sobre la Convención Interamericana. Esta última acción se encuentra aún en proceso.

Este ha sido uno de los pasos históricos más importantes que se han dado en materia de reconocimiento y avance de los derechos de las personas con discapacidad en la OEA.

Y de ahí se desprende el siguiente elemento que deseo poner en su conocimiento.

El CEDDIS está consciente que la interpretación que ha emitido en su Observación General supone desafíos legislativos y jurídicos que deben ser paulatinamente superados, desde la perspectiva del desarrollo progresivo de los estándares de derechos humanos, para lo cual se ha acordado la emisión de un manual instructivo que pueda favorecer la labor de adecuación del derecho interno por parte de los legisladores, así como la implementación de las ayudas y salvaguardas por la práctica judicial.

Para lograrlo he acordado, en mi calidad de Presidenta del CEDDIS, designar al Segundo Vicepresidente del CEDDIS, Señor Pablo Rosales, como relator para la elaboración del proyecto de borrador que servirá como documento de trabajo para la aprobación posterior que haga el CEDDIS. El será responsable de elaborar un cuestionario que será remitido oportunamente a los Estados, lo que aprovecho para informárselos y solicitarles, al mismo tiempo, su colaboración para llenarlo y remitirlo dentro de los parámetros de tiempo que oficialmente se determinarán.

Finalmente me corresponde informarles que en el marco de la IV Reunión de Estados Partes en la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas, realizada en New York el 7 y 8 de septiembre de este año, tuvimos la oportunidad de realizar una sesión histórica de trabajo entre el CEDDIS y el Comité análogo de Naciones Unidas.

El propósito de esa reunión fue el de explorar caminos para fortalecer sinergias entre el sistema universal y el interamericano en materia de discapacidad. Al respecto, y por cuestiones de tiempo, haré únicamente referencia puntual a los compromisos asumidos. No obstante existe una memoria de esas actividades que solicito a la Secretaría Técnica del CEDDIS que pudiera eventualmente distribuirla a los Estados o invitados que estén interesados en obtenerla.

Los acuerdos entre los Comités implican:
1.
Estrechar los lazos de cooperación entre los Comités de ambas Convenciones y de sus respectivas Secretarías Técnicas. 

Ello nos permitiría optimizar recursos y esfuerzos de una y otra organización. Algunos ejemplos de esta cooperación pueden ser:

-
Colocando a disposición del Departamento encargado de llevar el tema, profesionales que formen parte de nuestras nóminas de empleados que eventualmente puedan apoyar al otro organismo en la planificación de actividades en la cual ya se tiene experiencia.

-
Difundiendo entre nuestros foros políticos y redes de la sociedad civil, información sobre eventos o publicaciones de uno u otro organismo. Para ello lo ideal sería que los Secretarios de ambos Comités mantengan un contacto continuo.

-
Compartiendo también a nivel de Secretarías, tópicos que merezcan ser elevados a la consideración de uno u otro Comité, o a nuestros foros políticos. Por ejemplo, tanto la OEA como la ONU tienen un foro político distinto, y en ocasiones convendrá servirse del foro político universal de la ONU, como en otras será preferible servirse del foro político regional de la OEA. Entonces creo que nuestras Secretarías deben estar unidas para compartirse mutuamente los temas de interés que merezcan ser elevados a la consideración de sus respectivos foros tanto políticos como de expertos. 

-
La cooperación ONU/OEA en discapacidad puede estrecharse también  promoviendo que en nuestros eventos institucionales sobre discapacidad siempre haya un representante de la ONU o de la OEA según corresponda, a fin de integrar la perspectiva universal o regional al tema que se aborde. Mi presencia en esta Mesa Redonda es de hecho un gran ejemplo de este tipo de cooperación, y sobre la base de este exitoso precedente, propondré a las otras autoridades del CEDDIS que en nuestra próxima reunión del Comité, podamos contar con la presencia de un representante del Comité de Naciones Unidas.
-
Compartiéndonos los avances y progresos en la interpretación que demos sobre las respectivas Convenciones, y facilitando, al mismo tiempo, que las experiencias desarrolladas por los países, sus buenas prácticas, puedan ser difundidas.

2.
Reconocernos mutuamente ambos Comités como una instancia de consulta

Como Comité Interamericano tenemos mucha información que compartirles derivada del trabajo de nuestros expertos regionales desde 1999. Por ejemplo, con el apoyo del Departamento de Desarrollo Social y Empleo de la OEA hemos diseñado y aprobado el pasado mes de mayo, un innovador sistema de parámetros e indicadores para medir los avances de los Estados Americanos en lograr sociedades inclusivas, e igualmente contamos con un formato bastante completo para que los Estados reporten de manera homogénea sus avances en la aplicación de nuestra Convención. 

Este sistema para evaluar los progresos de los países en la aplicación de la Convención Interamericana es algo que bien podría ser de interés para el Comité de Naciones Unidas al momento de evaluar sus informes nacionales.

La experiencia del manual instructivo que he comentado anteriormente es otro ejemplo de cómo podemos ofrecer desde el CEDDIS material de consulta para el Comité de Naciones Unidas.
3.
Utilizar  el Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2010), como un apoyo para implementar la Convención de Naciones Unidas.

En el Primer Informe Mundial sobre la Discapacidad lanzado en junio de este año, una de las recomendaciones emitidas fue la de “adoptar una estrategia y un plan de acción nacionales sobre discapacidad”.

Según el referido informe, la estrategia nacional sobre discapacidad debe proyectar una visión consolidada e integral a largo plazo para mejorar el bienestar de las personas con discapacidad, y debería abarcar políticas, programas y servicios específicos para las personas con discapacidad.

Por su parte, el plan de acción articula la estrategia a corto y mediano plazo, estipulando medidas y calendarios concretos para su puesta en práctica, definiendo objetivos, designando organizaciones responsables y planificando y asignando los recursos necesarios. La estrategia y el plan de acción deberían estar informados por un análisis de la situación, teniendo en cuenta factores tales como la prevalencia de la discapacidad, las necesidades de servicios, la situación social y económica, la eficacia y deficiencias de los servicios actuales, y los obstáculos ambientales y sociales.

Cabe decir que esta recomendación del informe mundial de establecer una estrategia y un plan de acción, ya ha venido siendo parcialmente implementada por los Estados Miembros de la OEA desde el año 2007, al haber adoptado el Programa de Acción del Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad 2006-2016, 

El Programa de Acción fue adoptado seis años después de la entrada en vigor de la Convención Interamericana, y ha fungido como marco operativo para aplicar dicha Convención. En este sentido, si somos conscientes de las similitudes existentes entre la Convención Interamericana y la Convención de Naciones Unidas, considero que estas 91 acciones concretas que establece el PAD bien pueden servir de guía a todos los Estados de Naciones Unidas ajenos al continente americano, para el diseño de su estrategia y plan nacional. Por ello considero que nuestro Programa de Acción estupendamente delineado, puede servirle a los Estados de la ONU con realidades más o menos similares a las del continente americano, como marco de referencia para el diseño de sus planes nacionales de acción. 

Pero nuestro aporte puede inclusive ir más allá de proveerles las bases para que ustedes diseñen su plan de acción, sino que también se extiende a proveerles ejemplos concretos sobre medidas o actividades que han implementado los países del continente americano para cumplir con este Programa de Acción. Con ello me refiero a que para la fecha los Estados Miembros de la OEA han presentado su primer informe de cumplimiento sobre el PAD, en el cual han rendido cuenta sobre cómo han llevado a cabo cada una de las 91 acciones concretas previstas en este instrumento. 

En este sentido, nuestra experiencia puede ser innovadora y emblemática respecto de aquellos Estados ajenos al continente americano, pero con realidades más o menos similares a la de nuestros países, puedan tomar nota de las experiencias nacionales que allí se describen, que en muchos casos son verdaderos ejemplos exitosos, y utilizarlas como referencia en el cumplimiento de sus propios planes nacionales.

4.
Explorar a mediano plazo la posibilidad de optimizar los esfuerzos de los Estados que son parte tanto de la Convención Interamericana como de la Convención de Naciones Unidas, para reportar sus avances.


Con ello me refiero a que analicemos eventualmente la posibilidad de simplificar la labor y optimizar los recursos de los Estados que son Parte de ambas convenciones, de manera que puedan presentar un solo informe para reportar los avances de ambas convenciones, sobre la base de que, como vimos, ambas poseen el mismo objetivo, y naturalmente los esfuerzos nacionales para aplicar una o la otra son exactamente los mismos. Por ende, no tiene sentido que se reporte lo mismo dos veces porque ello supone duplicar costos e invertir el doble de tiempo. Por supuesto que esto requiere un mayor nivel de trabajo conjunto, porque pese a tener identidad de objetivos, nuestras convenciones son diferentes entre sí, particularmente en lo que se refiere al reconocimiento de los derechos.

Así los términos del informe que comparto con ustedes.[image: image1.png]
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